
 

 

 

 

 

“GRUPO DISTFRUMEX FERNANDEZ”, 

S.A. DE C.V. 

VS. 

JEFE DE ZONA COMERCIAL 3 DE LA 

COMISIÓN ESTATAL DE SERVICIOS 

PÚBLICOS DE MEXICALI  

EXPEDIENTE: 361/2022 JP 

SENTENCIA DEFINITIVA  

 

 Mexicali, Baja California, a trece de mayo de dos 

mil veinticuatro.  

 

 SENTENCIA DEFINITIVA  que decreta el 

sobreseimiento del presente juicio contencioso 

administrativo por la aparición de causales de 

improcedencia.  

 

 GLOSARIO:  

 

Ley del Tribunal:  Ley del Tr ibunal Estatal de Just icia 

Administrativa de Baja California.  

Tribunal:  Tr ibunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California.  

Juzgado:  Juzgado Pr imero del Tr ibunal Estatal 

de Just icia Administrativa de Baja 

California.  

Jefe de Zona:  Jefe de Zona Comercial 3 de la 

Comis ión Estatal de Servicios 

Públ icos de Mexicali.  

Comisión:  Comis ión Estatal de Servicios 

Públ icos de Mexicali .  

Presupuesto de servicios:  Presupuesto por concepto de 

abastecimiento de los servicios de 

Derechos de Conexión al s istema de 

agua potable y alcantari l lado 

sanitar io con número de folio 

**********1, expedido el catorce de 

junio de dos mil veintidós por el Jefe 

de Zona Comercial 3 de la Comisión 

Estatal de Servicios Públ icos de 

Mexicali.  

Ley de Ingresos:  Ley de Ingresos del Estado de Baja 

California para el Ejercicio Fiscal del 

año 2022.  

 

R E S U L T A N D O:  

 

 I. Demanda.  Mediante escrito presentado el siete 

de julio de dos mil veintidós, la parte actora, a través de su 

administrador único, promovió juicio contencioso 



 

 

 

 

 

administrativo contra la autoridad y por el acto impugnado 

que enseguida se precisará.  

 

 II. Auto inicial.  Previa prevención, la demanda fue 

admitida el once de agosto de dos mil veintidós , teniéndose 

como acto impugnado el Presupuesto de servicios  y 

emplazándose como autoridades demandadas a la 

Comisión , al Jefe de Zona  y al notif icador adscrito a la 

Comisión .  

 

 III.  Trámite. Posteriormente se continuó con la 

tramitación del juicio en los términos que al respecto 

establece la Ley del Tribunal , hasta el dictado del acuerdo 

de siete de octubre de dos mil veintidós  en el que se ordenó 

dar vista a las partes con los autos para que dentro del 

término de cinco días formularan sus alegatos por escrito, 

mismo que fue notif icado a las partes el veinticinco de 

octubre de dos mil veintidós, día de su publicación en el 

Boletín Jurisdiccional.  

 

 IV. Cierre de instrucción. Una vez vencido el plazo 

de cinco días para formular alegatos, sin que las partes los 

hubieren formulado, el nueve de noviembre de dos mil  

veintidós quedó cerrada la instrucción del juicio, 

entendiéndose citado para sentencia.  

 

 V. Cambio de titular.  E l trece de mayo de dos mil  

veinticuatro se hizo saber a las partes que el nuevo t itular del 

Juzgado  es el l icenciado Raúl Aldo González Ramírez, Pr imer 

Secretario de Acuerdos que funge como Juez por Ministerio 

de Ley en términos del artículo 12 de la Ley del Tribunal 

Estatal de Just icia Administrativa de Baja California.  

 

C O N S I D E R A N D O:  

 

 PRIMERO. Competencia  

 

 Este Juzgado  es competente para conocer y 

resolver la presente controversia, en razón de la naturaleza 

jur ídica del acto impugnado, de la autoridad emisora y por 

la ubicación del domicil io de la parte actora, el cual se 

encuentra en la circunscripción terr itorial de este Juzgado . 

Lo anterior, con fundamento en los artículos 1 párrafo 

segundo, 4 fracción IV, 25, 26 fracción I I  y último párrafo de 

la Ley del Tribunal . 



 

 

 

 

 

 SEGUNDO. Procedencia  

 

 El art ículo 54 de la Ley del Tribunal  establece las 

causas de improcedencia del juicio, previendo en su último 

párrafo que la procedencia del juicio será examinada aun 

de oficio, por lo que a continuación se analizan las causales 

de improcedencia y sobreseimiento invocadas por las partes.  

 

 Como se analizará en el presente apartado, en el 

presente juicio se actualizan dos causales de improcedencia; 

una relacionada con la no impugnabil idad del acto y otra 

con la extemporaneidad en la presentación de la demanda, 

aunque estrechamente relacionadas entre sí.  

 

 El artículo 62 de la Ley del Tr ibunal  establece que 

la demanda debe presentarse dentro de los quince días 

siguientes, a aquel en que haya surt ido efectos la 

notif icación del acto impugnado conforme a la ley del acto, 

o al día en que se haya tenido conocimiento del mismo.  

 

 Del análisis de la demanda y anexos, se advierte 

que el quince de junio de dos mil veintidós  le fue notif icada 

personalmente el Presupuesto de servicios  a la parte actora, 

por lo que se considera que en esa fecha quedó notificada 

del acto impugnado y, además, se estima que en esa misma 

fecha surtió sus efectos la referida notif icación.  

 

 La conclusión anteriormente alcanzada, tiene 

sustento en que la normatividad que rige a la Comisión  (Ley 

que Reglamenta el Servicio de Agua Potable en el Estado de 

Baja California y Reglamento Interno de la Comisión) no 

contiene disposición expresa que regule el momento en que 

surten efectos las notificaciones de los actos que emiten las 

autoridades competentes, en aplicación de sus referidos 

ordenamientos aplicables.  

 

 Tampoco se estima aplicable la Ley del 

Procedimiento para los Actos de la Administración Pública 

del Estado de Baja California, ya que, si bien se trata de una 

ley aplicable supletoriamente a las diversas leyes 

administrativas, quedan excluidos de su aplicación los actos 

relacionados con la materia fiscal, de conformidad con el 

segundo párrafo del artículo 1 del referido ordenamiento 

legal.  

 



 

 

 

 

 

 Por lo tanto, a efecto de determinar cuándo surten 

efectos dichas notif icaciones, es necesario aplicar por 

analogía la tesis de jur isprudencia P./J. 11/2017 (10a.) del 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con 

número de registro digital:  2014199, de rubro: “DEMANDA DE 

AMPARO. CUANDO LA LEY QUE RIGE EL ACTO RECLAMADO NO 

ESTABLECE EL MOMENTO EN EL CUAL SURTEN EFECTOS LAS 

NOTIFICACIONES, DEBE ESTIMARSE QUE ELLO OCURRE EN EL 

INSTANTE MISMO DE LA NOTIFICACIÓN, POR LO QUE EL 

CÓMPUTO PARA LA PRESENTACIÓN DE AQUÉLLA INICIA A 

PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL EN QUE SE NOTIFICÓ EL ACTO Y 

ÉSTA SURTIÓ EFECTOS, INDEPENDIENTEMENTE DE LA MATERIA” .  

 

 De lo anterior,  se advierte que, a falta de 

disposición expresa respecto a cuándo surten efectos las 

notif icaciones en la normatividad aplicable en materia de 

agua, se concluye que la entrega del Presupuesto de 

servicios  [como notificación] surtirá sus efectos el mismo día 

en que fue realizada.  

 

 Por lo anterior, el plazo de quince días siguientes 

para presentar la demanda inició el dieciséis de junio de dos 

mil veintidós y finalizó el seis de julio de dos mil veintidós . 

 

 En este contexto, dado que la demanda fue 

presentada el siete de julio de dos mil veintidós , resulta 

inconcuso que su presentación fue extemporánea .  

 

 En el caso, no se estima aplicable la norma 

prevista en el artículo 64 de la Ley del Tribunal , que dispone 

que los part iculares contarán con el doble del plazo para 

interponer el juicio contencioso administrativo cuando las 

autoridades omitan indicar la procedencia del juicio en 

contra de sus actos.  

 

 El lo es así, tomando en consideración que las 

autoridades de la Comisión  no están obligadas a indicar la 

procedencia del juicio contencioso administrativo en contra 

del Presupuesto , ya que éste no resulta un acto impugnable 

ante el Tribunal , como se precisará a continuación.  

 

 La autoridad demandada sostuvo en su 

contestación de demanda (ver fojas de la 102 a la 107 de 

autos), que se actualiza la causal de improcedencia prevista 

en el art ículo 54, fracción XI, en relación con lo establecido 



 

 

 

 

 

en el artículo 26 de la Ley del Tr ibunal . Dado que la autoridad 

invocó dos veces la referida causal de improcedencia, se 

analizarán en forma conjunta los planteamientos en que la 

autoridad apoya su actualización.  

 

 Por una parte, la autoridad demandada sostuvo 

que dentro de la legis lación aplicable en materia de agua se 

establece como función de la Comisión  la determinación de 

créditos fiscales y recaudación de los derechos, 

aprovechamientos y contribuciones de mejoras; s in embargo, 

añade, en el presente juicio no estamos frente a tales actos, 

pues el Presupuesto de servicios  impugnado no causa 

agravio a la parte actora por sí mismo, por no constituir una 

determinación de crédito fiscal ni un cobro para la 

recaudación de aprovechamientos o derechos.  

 

 Refiere el Jefe de Zona  que dicho Presupuesto de 

servicios  fue emitido al realizar estimaciones presuntivas a 

favor de la Comisión , documento del que se advierte que se 

le hace de conocimiento a la moral demandante que no se 

observa pago de derechos de conexión correspondientes y 

se le invita a regularizar su situación, pero que no inició 

procedimiento para la determinación y cobro de crédito 

fiscal alguno. 

 

 Por otra parte, señala que el contenido del 

Presupuesto de servicios  no es una determinación fiscal 

definit iva que constituya un acto de autoridad en términos 

de la Ley del Tribunal  por constituir un oficio meramente 

informativo que no crea, modifica ni extingue una situación 

jur ídica en concreto.  

 

 Abunda diciendo que dicho documento 

constituye un acto “declarativo” a través del cual se exhorta 

al particular a que corri ja su s ituación respecto de omisiones 

detectadas en bases de datos o bien, para que dentro de los 

plazos legales compruebe con la documentación 

correspondiente que se han cubierto los derechos 

correspondientes; invitación que se realiza a f in de evitar el 

inicio del procedimiento administrativo que determine un 

crédito fiscal al contribuyente.  

 

 Con las referidas causales de improcedencia se 

dio vista a la parte actora, quien efectuó al respecto, las 

manifestaciones siguientes (fojas de la 129 a la 139 de autos).  



 

 

 

 

 

 En relación a lo manifestado por el Jefe de Zona  

en el sentido de que no se está ejerciendo una gestión de 

cobro y que el acto impugnado se trata solamente de un 

presupuesto, la parte actora sostuvo que es evidente que nos 

encontramos ante una gestión de cobro dado que en dicho 

documento se prevé que, de no pagar antes de los quince 

días después de notif icado, la cantidad a pagar aumentará 

por ser susceptible de actualización con base al nuevo índice 

nacional de precios al consumidor, agregando que en caso  

de incrementar el consumo deberá realizarse el pago de 

derechos de conexión correspondientes, s iendo claro que el 

documento contiene una obligación fiscal.  

 

 Añade que el acto impugnado consiste en un 

cobro indebido por conceptos de Derechos de Conexión al 

Sistema de Agua Potable, Derechos de Conexión al sistema 

de alcantari l lado sanitario y “365” (s ic) Constancia y 

revaluación anual, mismos que resultan i lega les. 

 

 Agregó que resulta falso que el acto solo se trate 

de un presupuesto, ya se realizó el cobro indebido con la 

amenaza de que en caso de que no se cumpliera el pago se 

le suspendería el servicio de agua potable y alcantari l lado 

de su negocio, resultando u acto de molestia. También 

manifestó que resulta falso que en ningún momento se le 

obligó a cubrir dicho presupuesto, apelando a la lógica, 

cuestionando entonces cuál sería la razón de dicho 

presupuesto si no el cobro planteado en el mismo, est imando 

la parte actora que es inverosímil que no se esté ejerciendo 

acción de cobro.  

 

 Finalmente, refir ió hipotéticamente que si el acto 

impugnado fuera un simple presupuesto, no debería 

establecer la sanción en caso de no cubrir el presupuesto 

(que sea susceptible de actualización y por ende aumentarse 

la cantidad de dinero) ni establecer  un plazo de dos días 

para regularizar la situación, s iendo que las demandadas 

buscan eximirse de devolver el monto cubierto por el cobro 

indebido. 

 

 Una vez analizados los planteamientos expuestos 

por las partes en relación a la causal de improcedencia 

invocada, este Juzgador  estima fundada  la referida causal 

atento a que la autoridad demandada no determinó 

legalmente un crédito fiscal ni ejerció facultades de cobro 



 

 

 

 

 

en contra de la parte actora, por lo que respecta a los 

Derechos de Conexión que le fueron dados a conocer en el 

Presupuesto de servicios  impugnado. 

 

 Por lo anterior, se estima actualizada la causal de 

improcedencia prevista en el artículo 54, fracción IX, en 

relación con el artículo 26 de la Ley del Tr ibunal , dado que el 

Presupuesto de servicios  no constituye un acto administrativo 

o fiscal definit ivo y, por ende, impugnable a través del juicio 

contencioso administrativo.  

 

 Los artículos 54, fracción VI y 26 (fracciones I y I I) 

de la Ley del Tribunal  disponen lo s iguiente.  

 

“ARTÍCULO 54.  El juicio ante el Tr ibunal Estatal de Just icia 

Administrativa es improcedente contra actos o resoluciones:  

 

[. . .] 

 

XI.  En los demás casos en que la improcedencia resulte de 

alguna disposición de la Ley.”  

 

“ARTÍCULO 26.  Los Juzgados de Primera Instancia del Tr ibunal 

son competentes para conocer de los ju icios que se 

promuevan contra los actos o resoluciones definit ivas 

s iguientes:  

 

I .  Los de carácter administrativo emanados de las 

Autor idades Estatales, Municipales o de sus Organismos 

Descentralizados, cuando éstos actúen como autoridades, 

que causen agravio a los particulares;  

 

I I .  Los de naturaleza f iscal emanados de Autoridades 

Fiscales Estatales, Municipales o de sus Organismos Fiscales 

Autónomos, que causen agravio a los particulares;  

 

[. . .]”  

 

 De conformidad con el artículo 54, fracción XI de 

la Ley del Tribunal , el juicio ante el Tribunal  es improcedente 

en los casos en que la improcedencia resulte de alguna 

disposición de la ley, siendo que la Resolución  no cumple con 

el concepto de “acto impugnado” referido en el art ículo 26 

de la Ley del Tribunal .   

 

 Conforme al art ículo 26 de la Ley del Tribunal , la 

competencia de este Tr ibunal  es para conocer de los juicios 

que se promuevan en contra de actos o resoluciones 

definit ivas de carácter administrativo o fiscal emanados de 



 

 

 

 

 

autoridades, que, actuando como autoridades, causen 

agravio al part icular.  

 

 En el caso, la parte actora impugnó el Presupuesto 

de servicios , debido a que, en su consideración, constituye 

una resolución determinante de un crédito fiscal y, a su vez, 

una gestión de cobro del mismo.  

 

 Pues bien, con independencia de que se hubiere 

actualizado el consentimiento tácito del Presupuesto  para 

efectos de su impugnación en el presente juicio contencioso 

administrativo (por su impugnación extemporánea), debe 

aclararse a la parte demandante que el documento en el 

que consta el Presupuesto de servicios  es insuficiente para 

probar la existencia del crédito fiscal determinante que 

pretende impugnar.  

 

 En efecto, el artículo 9, sección I, inciso D), punto 

6 de la Ley de Ingresos , cuyo conocimiento se hizo a la parte 

actora mediante la entrega del Presupuesto de servicios , 

establece lo s iguiente.  

 

“ARTÍCULO 9.-  Los derechos por consumo de agua se 

pagarán mensualmente en la Recaudación Auxi l iar de 

Rentas adscrita a cada uno de los Organismos que presten 

el servicio, en los establecimientos y en las inst ituciones 

bancarias de la localidad autorizados para tal efec to, y 

están obl igados al pago de las cuotas por consumo de 

agua, todas las personas f ís icas y morales, part iculares, 

dependencias de los Gobiernos Federal,  Estatal y Municipal, 

así como las Entidades Paraestatales, organismos 

autónomos, Paramunicipales, Educativas o de Asistencia 

Públ ica o Pr ivada, independientemente de que en otras 

Leyes no sean objeto, sujeto, no causen o estén exentos de 

dichos derechos. [. . .]  

 

SECCIÓN I 

 

MUNICIPIO DE MEXICALI.  

 

[. . .] 

 

D).- DERECHOS DE CONEXIÓN AL SISTEMA DE AGUA POTABLE 

Y ALCANTARILLADO SANITARIO.  

 

[. . .] 

 

6.-  Para locales, establecimientos y desarrollos comerciales, 

industr iales, de gobierno, tur íst icos y otros no domésticos, el 

cobro lo determinará el organismo previo anális is,  en 

función a las necesidades de abasto de agua, 



 

 

 

 

 

infraestructura y capacidad de diseño, de acuerdo a las 

s iguientes tarifas:  

 

[. . .]”  

 

 Del precepto transcrito, resulta claro que el cobro 

de derechos de conexión al s istema de agua potable y 

alcantari l lado sanitario debe ser determinado por el 

organismo, sin embargo, ello debe ser previo análisis de las 

necesidades de abasto de agua, infraestructura y 

capacidad de diseño, lo que impide que el Presupuesto de 

servicios  se considere la determinación del cobro de los 

derechos de conexión al s istema de agua potable y 

alcantari l lado sanitario. El referido Presupuesto de servicios  

(obrante en copia certificada a foja 117 de autos) se 

reproduce a continuación.  

 

“Subdirección Comercial  

Zona Comercial 3  

Fol io Presupuesto **********1 

Mexicali,  B.C., a 14 de Junio de 2022 

 

USUARIO: GRUPO DISTFRUMEX FERNANDEZ, S.A. DE C.V.  

**********3.  

Cuenta: **********2 

Presente.- 

 

Por medio del presente le envío un cordial saludo, asimismo, 

se informa presupuesto por concepto de abastecimiento de 

los servicios de derechos de conexión al s istema de agua 

potable y alcantari l lado sanitar io,  esto, de acuerdo a 

nuestro expediente registrado con clave catastral PS -054-

004 a nombre de GRUPO DISTFRUMEX FERNANDEZ, S.A. DE 

C.V. 

 

Lo anterior,  ya que de nuestros s istemas de consulta, así  

como de las tomas de lectura efectuadas a su disposit ivo de 

medición se desprende que ha tenido consumos de agua 

potable de hasta una cantidad de 27 M 3  (cifra considerada 

en base a los consumos real izados entre el mes de Julio 2021 

a Junio 2022), s in embargo, de acuerdo a la consulta 

efectuada al expediente en cita, no se observa que se haya 

efectuado el pago de los derechos de conexión 

correspondientes.  

 

Ahora bien, con fundamento en lo dispuesto en el Título 

Cuarto, Capítulo I ,  Artículo 9, Sección I,  Inciso D), punto 6 

de la Ley de Ingresos del Estado de Baja California para el 

ejercicio f iscal 2022, publicada en el Periódico Oficial el 31 

de diciembre de 2021, que señala la obl igator iedad de los 

usuarios no domésticos de cubrir los derechos de conexión 

para agua potable y alcantari l lado sanitar io, por lo que en 

este sentido, usted cuenta con una necesidad de abasto de 

agua potable por la cantidad de 27 M 3 ,  y una necesidad de 



 

 

 

 

 

descarga al alcantari l lado sanitar io por la cantidad de 20.25 

M3 ,  equivalente al 75 por ciento del consumo real izado.  

 

Con base en lo anterior,  se anexa cálculo sobre la 

necesidad de abasto en el consumo por servicio de 

Derechos de Conexión de agua potable y alcantari l lado 

sanitar io:  

 
Consumo en M 3   27 

 
( 23 0 )  De re c h os  d e  Co ne x i ó n  a l  S i s t e m a  

d e  Ag ua  P ot a b l e  

 

* * * * * * * * * * 4 X  

 

0 . 01 0  L . P . S .  

* * * * * * * * * * 4  

( 33 0 )  De re c h os  d e  c on e x i ón  a l  s i s t e m a  

d e  a l c a n t a r i l l a d o  s a n i t a r i o  

* * * * * * * * * * 4 X  0 . 00 8  L . P . S .  * * * * * * * * * * 4  

( 96 )  36 5  Co ns t a nc i a  y  r e va l u a c i ó n  

a n ua l  

       

* * * * * * * * * * 4  

 * * * * * * * * * * 4  

   S U B  T O T AL  * * * * * * * * * * 4  

   IV A  8  %  * * * * * * * * * * 4  

   T OT AL  * * * * * * * * * * 4  

 

Se informa que el presente presupuesto estará vigente 15 

días después de notif icado, el cual será actualizado 

conforme al nuevo índice nacional de precios al consumidor 

que se publique por el Instituto Nacional de Estadíst ica y 

Geografía en el Diario Oficial de la Federación, asimismo se 

le informa que en caso de incrementarse su consumo, 

deberá realizar el pago de los derechos de conexión 

correspondientes.  

 

Para su atención, se le invita a pasar a regularizar su 

s ituación dentro de un plazo de 2 días a nuestra of icina 

ubicada en Calzada Independencia y De los Héroes s/n, 

Centro Cívico de esta ciudad, en un horario de Lunes a 

Viernes de 8:00 A.M. a 4:30 P.M., y Sábado de 9:00 AM a 

11:30 AM, con el L ic. Manuel Castaños López, Sub 

Recaudador de Rentas del Estado adscrita a esta Zona 

Comercial 3.  

 

ATENTAMENTE 

[Rúbrica i legible]  

C. Edgar Alfredo Navejar Reyes  

Jefe de Zona Comercial 3”  

 

 Como se aprecia del oficio supra transcrito, el Jefe 

de Zona emitió un presupuesto el catorce de junio de dos mil  

veintidós, con una vigencia de quince días, por lo que, al ser 

susceptible de actualización conforme al nuevo índice 

nacional de precios al consumidor, no puede estimarse en 

modo alguno que dicha actuación se est ime definit iva . 

 

 Al margen de lo anterior, de las expresiones 

contenidas en el oficio de Presupuesto de servicios , se 

aprecia que tiene un carácter meramente informativo y que 

se constr iñe a lo s iguiente:  

 



 

 

 

 

 

 a).-  informar presupuesto por concepto de 

abastecimiento de servicios de derechos de conexión de 

agua potable y alcantari l lado sanitario;  

 

 b).- informa que cuenta con una necesidad de 

abasto de agua potable por la cantidad de 27 metros 

cúbicos y necesidad de descarga al alcantari l lado por la 

cantidad de 20.25 metros cúbicos;  

 

 c).- anexa cálculo sobre la necesidad de abasto 

en el consumo por servicio de Derechos de Conexión de 

agua potable y alcantari l lado sanitario, así como constancia 

y revaluación anual;  

 

 d).-  informa la vigencia del presupuesto y que será 

actualizado conforme al nuevo índice nacional de precios al 

consumidor;  

 

 e).- informa que en caso de incrementar su 

consumo, deberá realizar el pago de los derechos de 

conexión correspondientes; y,  

 

 f).- invita a pasar a regularizar su s ituación.  

 

 Este Juzgado  no soslaya el hecho de que, 

conforme al artículo 45, fracción X, del Reglamento Interno 

de la Comisión Estatal de Servicios Públicos Municipales de 

Mexicali, corresponde a las Zonas Comerciales la atribución 

de determinar las contribuciones, incluyendo es timación 

presuntiva, entre otros conceptos.  

 

 Sin embargo, contrario a las manifestaciones 

efectuadas por la parte actora, dichas atribuciones no se 

estiman ejercidas pues el referido presupuesto, no demuestra 

por s í solo la existencia del cobro de derechos que la parte 

actora pagó, ni tampoco tiene el alcance de demostrar el 

previo anális is de las necesidades de abasto de agua, 

infraestructura y capacidad de diseño; actos a que se refiere 

la Ley de Ingresos , s ino a lo sumo se aprecia como un 

presupuesto por medio del cual la autoridad informó a la 

parte actora sobre el monto que debería pagarse por 

concepto de derechos de conexión, en su caso, de no 

incrementarse el consumo y de ser correcto, en su caso, el 

cálculo y la información ahí contenida.  

 



 

 

 

 

 

 Por ende, dicho presupuesto no cumple con los 

requisitos previstos en el artículo 23 del Código Fiscal del 

Estado de Baja California:  

 

“ARTICULO 23.-  Son créditos f iscales las obl igaciones 

determinadas en cantidad l íquida que tiene derecho a 

percibir el Estado o sus organismos descentralizados que 

provengan de contr ibuciones o de sus accesorios, 

incluyendo los que deriven de responsabil idades que el 

Estado tenga derecho a exigir de sus servidores públicos o 

de los particulares, así como aquellos a los que las leyes les 

den ese carácter y el Estado tenga derecho a percibir por 

cuenta propia a ajena.  

 

El pago de los créditos f iscales, a falta de disposición 

expresa deberá efectuarse:  

 

I .-  Dentro de los quince días s iguientes a la fecha en que 

haya surtido efecto la notif icación; cuando su l iquidación 

corresponda a la Autoridad.  

 

I I .-  Dentro de los veinte días s iguientes al nacimiento de la 

obl igación f iscal;  cuando la l iquidación corresponda al 

sujeto pasivo.  

 

I I I .-  Dentro de los quince días s iguientes a la fecha de 

celebración u otorgamiento; en tratándose de obligaciones 

derivadas de Contratos o Concesiones que no señalen 

fecha de pago.”  

 

 De la trascripción anterior, se evidencia que el 

presupuesto no constituye la determinación de la 

contribución, ni su cobro a la actora de manera unilateral y 

con efectos vinculantes. Lo anterior con total independencia 

de que en el documento se invoque lo dispuesto en el Título 

Cuarto, Capítulo I , Artículo 9, Sección I, Inciso D), punto 6 de 

la Ley de Ingresos , pues se trata de una proposición 

normativa; esto es, de un enunciado informativo que tiene 

por objeto describir el contenido de esa norma, en la m edida 

que únicamente se citó el fundamento para señalar que 

existe la obligación de los usuarios no domésticos de cubrir 

los derechos de conexión para agua potable y alcantari l lado 

sanitario, sin que dichos enunciados alteren en modo alguno 

la naturaleza del presupuesto, es decir, no lo convierte en 

una determinación de crédito fiscal por ese sólo hecho, 

contrario a lo afirmado por la parte actora.  

 

 Así las cosas, se l lega a la conclusión de que el 

Presupuesto de servicios  hecho por la autoridad demandada 

en el cual constan los datos del contribuyente, número de 



 

 

 

 

 

cuenta y del cálculo determinado, el importe demás datos 

que contiene, resultan insuficientes para comprobar que el 

referido presupuesto impugnado constituya una 

determinación o cobro de crédito fiscal.  

 

 En efecto, de conformidad con lo anteriormente 

expuesto y fundado, el Presupuesto de servicios  no constituye 

una notificación del crédito f iscal impugnado ni su cobro, 

sino un acto informativo que tiene como fin invitar a que el 

particular regularice su situación sin que la autoridad ejerza 

sus atribuciones legales; por lo que, en términos de la 

legislación vigente, no puede considerarse que dicho acto 

se considere un acto impugnable mediante el presente juicio 

de nulidad. 

 

 No se soslaya lo narrado por la parte actora en el 

sentido de que efectuó el pago referido, por la amenaza de 

que le sería suspendido el servicio de no efectuar el pago, 

motivo por el cual se vio en la obligación de pagar las 

cantidades correspondientes.  

 

 Sin embargo, el oficio presupuestal suscrito por el 

Jefe de Zona , únicamente constituye un oficio informativo, 

ya que de su contenido no se advierte requerimiento ni 

apercibimiento alguno a la parte actora, s ino que 

únicamente se le invita a pasar a la oficina de la Comisión  

en el horario correspondiente, con el Sub Recaudador de 

Rentas del Estado adscrito a la Zona Comercial 3 para regular 

su situación, en un plazo de dos días hábiles.  

 

 Por el lo, dicho oficio no puede considerarse como 

la determinación de un crédito fiscal cuyo cumplimiento se 

requiera, bajo el apercibimiento de corte, y menos aún como 

una orden de corte o suspensión de suministro de agua 

potable y alcantari l lado sanitar io, pues s i bien el artículo 96 

de la Ley que Reglamenta el Servicio de Agua Potable en el 

Estado de Baja California, refiere que tratándose de giros 

mercanti les o industriales puede clausurarse el negocio o 

suspender el servicio de agua por falta de pago de derechos 

de conexión al sistema de agua potable y alcantari l lado en 

los términos de la legis lación aplicable, lo cierto es que, a 

dicha determinación le presupone una orden, la cual no 

constituye el Presupuesto de servicios . 

 



 

 

 

 

 

 En suma, el hecho de que en el Presupuesto de 

servicios  se indique que, de no efectuarse el pago después 

de quince días de notif icado, en modo alguno puede 

considerarse una sanción, tomando en consideración que la 

razón de que se actualice la cantidad no es una 

consecuencia del impago sino de la vigencia del Presupuesto 

de servicios ; tampoco se estima que cualquier documento en 

el que se incluyan cantidades a pagar por concepto de 

derechos, contenga por ese solo hecho una obligación fiscal; 

ni se considera acto de molestia una situación no acreditada 

como la afirmación de la parte actora en el sentido de que 

recibió amenazas de suspensión del servicio de no pagar la 

cantidad estatuida en el Presupuesto de servicios .  

 

 Además, no se estima inverosímil que el 

Presupuesto de servicios  no constituya una gestión de cobro. 

Lo anterior, tomando en consideración que en el documento 

que lo contiene únicamente se anexa un cálculo sobre la 

necesidad de abasto en el consumo por servicio de Derechos 

de Conexión de agua potable y alcantari l lado sanitario, bajo 

la premisa de que al consultar el expediente de la parte 

actora la Comisión  no observó que se hubiere efectuado el 

pago de los derechos de conexión correspondientes.  

 

 En este sentido, la autoridad demandada 

únicamente le informa a la parte actora que debe realizar el 

pago de los derechos de conexión correspondientes en caso 

de incrementarse su consumo; lo cual significa que 

únicamente le está informando una necesidad 

condicionada, más no un deber.  

 

 Por estas razones, en el documento no se le exige 

realizar un pago, sino pasar a regularizar su s ituación, lo cual, 

evidentemente, pudo realizarse exhibiendo, en su caso, los 

documentos que acrediten que sí había cubierto el pago de 

sus derechos.  

 

 Por las razones anteriores, es que este Juzgado  

estima que el Presupuesto de servicios  no constituye un acto 

susceptible de impugnación en el juicio contencioso 

administrativo y, en consecuencia, la autoridad no estaba 

obligada a señalar en el mismo el plazo de impugnación 

conforme a lo estipulado en el art ículo 64 de la Ley del 

Tribunal .  



 

 

 

 

 

 En este orden de ideas, al no actualizarse el 

supuesto previsto en el artículo 64 de la Ley del Tr ibunal ,  se 

estima igualmente actualizada la diversa causal de 

improcedencia prevista en el artículo 54, fracción IV, de la 

Ley del Tribunal , que establece lo siguiente.  

 

“ARTÍCULO 54.  El juicio ante el Tr ibunal Estatal de Just icia 

Administrativa es improcedente contra actos o resoluciones:  

 

[. . .] 

 

IV.  Respecto de las cuales hubiere consentimiento expreso 

o tácito, entendiéndose por este últ imo cuando no se 

promovió medio de defensa en los términos de las Leyes 

respectivas o juicio ante el Tr ibunal, en los plazos de la Ley.”  

 

 Como ya quedó precisado al inicio del presente 

apartado, la demanda fue presentada en forma 

extemporánea tomando en consideración que la parte 

actora manifestó que el quince de junio de dos mil veintidós  

le fue notificado el Presupuesto  y que el plazo de quince días 

siguientes para presentar la demanda inició el dieciséis de 

junio de dos mil veintidós y finalizó el seis de julio de dos mil 

veintidós. 

 

 La causa de improcedencia anterior se actualiza 

por falta del presupuesto procesal “existencia de un agravio 

jur ídico”, pues si la parte actora consiente el acto 

administrativo no es factible decir que resintió un agravio y 

mucho menos es posible restitui r le en el goce de los derechos 

violados, ya que en el juicio contencioso administrativo rige 

el principio dispositivo.  

 

 Respecto de este tipo de consentimiento la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación ha precisado que el 

consentimiento de un acto puede ser tácito o presunto; 

siendo presunto cuando no se recurre en juicio dentro del 

plazo legal.  

 

 Lo anterior tiene sustento en la tesis publicada en 

el Semanario Judicial de la Federación con número de 

registro digital: 382613, de rubro y texto siguientes.  

 

“ACTOS, CONSENTIMIENTO DE LOS. El consentimiento de un 

acto puede ser expreso, tácito o presunto; es expreso, 

cuando de modo categórico se manif iesta conforme con él,  

el quejoso; tácito,  cuando se pide que se ejecute el fallo 

que es materia del amparo, y presunto, cuando no se 



 

 

 

 

 

recurre en juicio de garantías dentro de los 15 días que la 

ley señala, y cuando existe el consentimiento expreso, no 

hay para que tomar en consideración si existe o no el 

consentimiento presunto.”  

 

 En el caso, el consentimiento tácito se actualiza 

porque la parte actora no presentó la demanda de nulidad 

en los términos que señala el artículo 62 de la Ley del Tribunal .  

 

 Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis de la Suprema 

Corte de Just icia de la Nación publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación con número de registro digital:  

245674, de rubro: “DEMANDA DE AMPARO EXTEMPORANEA. 

REVELA EL CONSENTIMIENTO TACITO DE LOS ACTOS” .  

 

 Conforme a lo expuesto, al actualizarse las 

causales de improcedencia antes determinadas, lo 

procedente es decretar el sobreseimiento del presente juicio 

contencioso administrativo, con fundamento en el art ículo 

55, fracción I I  de la Ley del Tribunal , de subsecuente 

transcripción.  

 

“ARTÍCULO 55.  Procede el sobreseimiento del ju icio:  
 

[. . .] 
 

I I .  Cuando durante el ju icio apareciere o sobreviniere 

alguna de las causales de improcedencia a que se refiere 

el artículo anter ior;”  

 

 En mérito de todo lo anteriormente expuesto y 

fundado, es de resolverse y se . . .  

 

R E S U E L V E:  

 

 ÚNICO.  Se decreta el sobreseimiento del presente 

juicio contencioso administrativo.  

 

Notifíquese a las partes mediante Boletín Jurisdiccional.  

 

Así lo resolvió Raúl Aldo González Ramírez, Primer Secretario 

de Acuerdos del Juzgado Primero del Tribunal Estatal de 

Justicia Administrativa de Baja California en funciones de 

Juez Titular por Ministerio de Ley en términos del art ículo 12 

de la Ley del Tr ibunal Estatal de Justicia Administrativa de 

Baja California, según designación hecha mediante Acuerdo 

de Pleno de ocho de junio de dos mil veintitrés; y firma ante 

la presencia del Secretario de Acuerdos, José Francisco 

Muril lo González, que autoriza y da fe. 
RAGR/JFMG 
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ELIMINADO: Número de folio en páginas 1 y 9. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción 
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California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento 

contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e 

identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de 

conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información 

y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.  

ELIMINADO: Número de cuenta en página 9. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción 
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primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 

California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento 

contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e 

identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de 

conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información 

y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.  

ELIMINADO: Domicilio en página 9. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción 

XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo 

primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 

California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento 

contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e 

identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de 

conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información 

y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.  

ELIMINADO: Monto en página 10. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción 

XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo 

primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 

California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento 

contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e 

identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de 

conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información 

y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.  



 

 

 

 

 


